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INDICADOR ESTUDIANTIL DE PRECIOS (IEP) 2016
La iniciativa es una experiencia de investigación y acción participativa de los estudiantes universitarios originada por el Movimiento Sur, que integra la Federación Universitaria Argentina (FUA), con la coordinación y colaboración del Instituto de Investigación Social Económica y Política Ciudadana (ISEPCI). El Indicador Estudiantil de Precios (IEP), tiene como objetivo estimar el costo de estudiar en la Universidad.  Dicho proceso se conforma por tres variables: materiales de estudio, alimentación y transporte. Estas variables son fundamentales para generar una "canasta estudiantil".
Los relevamientos del indicador fueron realizados en las principales universidades públicas nacionales del país: 
Universidad de Buenos Aires 
Universidad Nacional del Mar del Plata 
Universidad Nacional de La Plata 
Universidad Nacional de Córdoba

Universidad Nacional de Tucumán  
Universidad Nacional del Nordeste 
En cada una de ellas se consideró una carrera de las Ciencias Sociales o Humanísticas y una carrera de Arquitectura y Diseño.
Esta iniciativa se viene realizando desde hace tres años dada la necesidad de contar con un indicador ante la falta de datos estadísticos relacionados al costo que tiene una persona para estudiar, vital para comprender la situación de miles de estudiantes y futuros aspirantes a ello. Sin embargo, este año, la situación económica compleja ha impactado negativamente sobre la ya deteriorada realidad de la comunidad educativa universitaria, lo que se ha puesto de manifiesto en las masivas movilizaciones educativas que han protagonizado docentes y estudiantes en reclamo de un mayor presupuesto para la educación pública. A lo que debe adicionarse que una serie de reclamos y propuestas en procura de garantizar el acceso, la permanencia y el egreso del sistema educativo carecen de respuesta gubernamental, tales como el boleto educativo nacional, el incremento de las becas, el establecimiento de comedores, entre otras.  
En definitiva, este indicador resulta ser un llamado de atención para poner en evidencia la situación crítica que atraviesa el sistema universitario en lo que a su financiamiento respecta, y cómo esto impacta sobre los estudiantes universitarios, imponiéndose la necesidad de adoptar en forma urgente las medidas antes mencionadas y otras, que reviertan los índices de deserción y aseguren el acceso y la permanencia a la educación pública universitaria.
El relevamiento arroja que el promedio del costo mensual de estudio es de $1916 para las carreras de Arquitectura y Diseño y $1208,05 para Ciencias Sociales o Humanísticas. En el caso de Arquitectura los costos mensuales de estudio por universidad son: UBA $2844, UNC $1818, UNT $1537 y UNMdP $1468. En el caso de Ciencias Sociales el costo mensual de estudio por Universidad es: UBA $1887, UNLP $1169, UNNE $1072,25, UNT $1067 y UNMdP $845.
Las consecuencias que estos costos representan en el bolsillo de los estudiantes son enormes. Teniendo en cuenta que el salario mínimo vital y móvil para el primer semestre de este año es de apenas $6061 (dado que los aumentos anunciados corren, en tramos, a partir de junio), para un estudiante de Ciencias Sociales representa el 20% del mismo, en tanto para un estudiante de Arquitectura es del 31,6%. En el caso de arquitectura de la UBA, el porcentaje asciende a casi el 47%. Si además adicionamos el costo de un alquiler “mínimo” por ejemplo de una pieza para un estudiante, que no desciende de $3000, llegamos a casos en dónde el costo de estudio es igual a casi un salario mínimo entero. 

Además, debe considerarse que el 70% de los jóvenes trabaja en condiciones de precariedad o en negro, por lo tanto, en muchos casos el salario es inferior al mínimo y por lo tanto el impacto del costo de estudio porcentualmente mayor. Además, tengamos en cuenta que en la Argentina hay alrededor de un millón de jóvenes que no estudian ni trabaja.
De modo tal que debemos asumir que en un país donde se afirma que la educación universitaria es “pública y gratuita” esto no es así: estudiar le representa a un joven  por lo menos entre el 20% y el 40% del salario mínimo vital y móvil y en algunos casos llega a ser un salario entero si sumamos el alquiler mínimo. según la carrera y teniendo en cuenta que se tratan de los costos mínimos (sin contar alquileres o bien la bibliografía de los últimos años, que de mayor cantidad y extensión) Y este costo representa un filtro o límite concreto: al ingreso ya que aquellos que no posean un trabajo o bien un sustento familiar para cubrir esos costos, deberán desistir de la carrera universitaria; a la permanencia, ya que la gran mayoría de los estudiantes sustentan sus estudios con el salario de su trabajo, y además de los gastos de alquiler, comida, servicios, etc, la educación universitaria representa un costo no menor en el conjunto de erogaciones mensuales, lo que en muchas ocasiones alarga la carrera o bien debe interrumpirse por cuestiones económicas; y finalmente, un filtro al egreso ya que si bien no se sabe a ciencia cierta cuántos jóvenes ingresan a la universidad, se estima que solo se recibe el 23%.  
Para arribar a dichos costos generales se relevaron tres variables: el costo del transporte, es decir lo que gasta un estudiante en llegar en transporte público a los centros de estudio, teniendo en cuenta la cantidad de días de cursada de las materias de primer año y el lugar de residencia, dado que en muchos casos las distancias son más largas y por ende los mayores los costos, como el caso de la UBA en donde el 47% de sus estudiantes vive en la Pcia. de Buenos Aires. En segundo lugar, el costo de alimentos que el estudiante debe pagar como consecuencia de la cursada correspondiente al primer año de las carreras involucradas, que, en algunos casos, dependiendo el horario involucra almuerzo/cena o desayuno/merienda o combinación de ambas. Para ello, se tomaron en cuenta los precios de los comedores universitarios, tengan o no “menú estudiantil” y en los casos de las facultades que no tienen, se relevaron los costos de los lugares cercanos que proveen dichos servicios. Por último, el costo de los materiales de estudio proveniente de los apuntes correspondientes a las materias de primer año de cada carrera, a lo que debe sumarse, en el caso de arquitectura, otro tipo de materiales necesarios para la cursada y la realización de trabajos. En el caso de la UBA, solo los gastos de apuntes y materiales mensuales para esta carrera ascienden a $1444.   

Debe destacarse que se trata solo de un recorte, ya que quedan por fuera otros datos por demás sensibles como por ejemplo el costo de los alquileres estudiantiles, que en el caso de algunas regiones son por demás significativos, tales como la UNC en donde el 27% de los estudiantes proviene de otras provincias y el 29% del interior de Córdoba, es decir el 56% migra para estudiar y debe afrontar un costo extra por alquiler.  
En casi todos los casos, salvo en Arquitectura de la UBA, el costo que representan transporte y comida es menor o igual al de los materiales (bibliografía u otros materiales). Se pone en evidencia de este modo, el “negocio” que muchas veces se genera alrededor del estudiante y sus necesidades vinculadas a la cursada, sobre todo en las denominadas “Ciudades Universitarias” como lo son Córdoba o La Plata. En el caso de Arquitectura y sobre todo en la UBA, que el impacto de los materiales sea mayor que en el resto se explica en los elevados precios que los materiales específicos de esa carrera tienen producto de que se venden dentro de la facultad, en lugares determinados y por lo tanto mantienen un “mercado cautivo” en los estudiantes. Cuestión que a su vez se enmarca en la política de generación de “recursos propios” de las universidades mediante la concesión de servicios a privados, avalada por la Ley de Educación Superior (LES) del menemismo.
Frente a este cuadro de situación, resulta alarmante la insuficiente o casi nula respuesta del Estado. Si bien existen varias becas de apoyo a los estudiantes que, desde el punto de vista de sus montos, a priori, alcanzarían para cubrir una parte importante de los costos de estudio relevados por el IEP, aunque no la totalidad, es insoslayable que dicha ayuda cubre a una escasa porción del universo estudiantil. Así, las becas provistas por el Ministerio de Educación de la Nación, que son de $1350 mensuales (PNUB- Universitarias) y $1620 mensuales (PNBU-Bicentenario) solo alcanzan al 1,6% de los estudiantes universitarios. Por otro lado, el programa PROGRESAR de la ANSESS, que implica una ayuda de $900 mensuales, en el caso de la UBA, sólo alcanza al 2,1% de los estudiantes.  
Resulta imprescindible un Estado presente, no sólo incrementando los montos y los beneficiarios de las becas que actualmente existe sino implementando verdaderas políticas públicas que aseguren la gratuidad educativa o, por lo menos, que el costo de estudio no sea una restricción para el ingreso, el egreso y la permanencia educativa. Es por eso que en este estudio se incorporaron, a modo de ejemplo, como sería el impacto en el bolsillo de los estudiantes con la implementación de algunas medidas que, además de ser derechos estudiantiles, en este contexto, resultan ser verdaderas medidas tendientes a evitar la deserción. Así, en el caso del boleto educativo, de implementarse en la CABA, representaría la reducción, en promedio del 27% de los costos de estudio para los estudiantes de la UBA, en tanto en la Provincia de Buenos Aires, representaría la reducción del 38,25% de los costos. En Córdoba, por ejemplo, si el comedor universitario no contara con las restricciones que rigen en la actualidad y se extendiera a la totalidad de los estudiantes, esto significaría la reducción del 35,2% de los costos para los estudiantes de aquella universidad.   
Como se dijo antes, este trabajo busca ser un aporte a la discusión de la educación pública en nuestro país y un llamado de atención ante la crítica situación que en particular se encuentra el sistema universitario, volviéndose urgente el reclamo de un mayor presupuesto para el mismo que por lo menos ascienda al 10% del PBI, de modo tal de implementar medidas y políticas que impidan la deserción por motivos económicos, tales como el boleto educativo, las becas y los comedores, pero al mismo tiempo permita garantizar salarios dignos para nuestros docentes, obras de infraestructura y financiamiento a la investigación científica. En otras palabras, educación pública: gratuita y de calidad.  
